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Cuando uno lee artículos y libros que hablaban sobre la moneda única 
en los años previos y contemporáneos a su implantación en la Unión Eu-
ropea1 puede sorprenderse al ver previstos los actuales problemas de la eu-
rozona con una exactitud asombrosa. La descripción que aparece en ellos 
sobre por qué podía considerarse que Europa no es una «zona monetaria 
óptima» y cómo esto podría provocar disfunciones como las que estamos 
observando en la actualidad nos muestran que lo que está pasando estaba 
dentro de las posibilidades que se barajaban previamente.

Esta constatación hace que exista una corriente de opinión que se plan-
tee seriamente si es conveniente mantenerse en el euro o abandonarlo y 
seguir una senda nacional como la que se llevaba con anterioridad. Ante 
esta, la corriente principal del pensamiento (representada por nuestros 
gobernantes en toda Europa) pone al euro como la prioridad de nuestra 
política económica común y no se plantea en ningún caso abandonarlo. 

Este artículo pretende partir de las ventajas que han llevado a la implan-
tación del euro. Una descripción detallada de las mismas nos permitirá 
saber qué es lo que ha motivado el entusiasmo de multitud de estadistas 
ante este proceso de integración económica2. En segundo lugar se verán 
los problemas que genera la manera en la que hemos articulado esta mo-
neda única, refiriéndonos tanto a la organización económica derivada de 
la Unión Monetaria Europea (UME) como al papel que juega en la mis-
ma el Banco Central Europeo (BCE). Por último, ante estas dos realida-
des contrapuestas (ventajas y desventajas) y la situación de crisis social que 

*  Profesor de Economía, Universidad CEU Cardenal Herrera. http://enriquelluchfrechina.wordpress.com.
http://www.facebook.com/MasAllaDelDecrecimiento.
1 En la bibliografía se puede encontrar la referencia a alguna de estas publicaciones.
2 Para hacerse una idea de esta confianza, se puede acudir a dos publicaciones que se realizaron en el año 2001, 
financiadas por el Ministerio de Economía y por algunas importantes empresas privadas, que nos dan una idea de 
este entusiasmo por la moneda única de autoridades y responsables económicos de nuestro país (El País, 2001 y 
Cinco días, 2001).
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estamos viviendo con un claro incremento de la pobreza, la privación y las 
desigualdades en nuestros países, se introducen las opciones que tenemos 
para afrontar esta difícil situación.

1. Ventajas del euro
A la hora de describir las ventajas que tiene el euro para la Unión Eu-

ropea, creo que el Banco Central Europeo (2008:13) las sintetiza de una 
manera muy clara: 

•   La rebaja de costes de cambio de divisas y de aseguramiento de ries-
gos ligados a estas.

•   La eliminación de barreras a la libre circulación de personas, bienes, ser-
vicios y capitales, así como el fomento de la competencia dentro de la UE.

•   La  transformación de  los mercados  financieros  y de  los  resultados 
macroeconómicos del conjunto de la Unión Europea.

•   El incremento de las transacciones y de la inversión entre países de la 
Unión Europea.

•   La importancia de la moneda a nivel internacional en la medida que 
se incrementan los f lujos financieros en euros.

Todo ello se consigue a través de una política de mantenimiento de los 
precios y de lucha contra la inflación, que es el principal objetivo de la políti-
ca monetaria del BCE: «la estabilidad de precios es la contribución más im-
portante que la política monetaria puede ofrecer para conseguir un entorno 
económico favorable y un elevado nivel de empleo» (BCE, 2004: 10)3.

Resulta evidente que la estabilidad de precios se ha conseguido en la Euro-
zona durante los años de implantación del euro. Su tasa de inflación solo su-
peró el 3% en 2008 (Eurostat, 2011:84), y ello, además, se ha conseguido con 
unos tipos de interés oficiales bajos4 que favorecieron, a su vez, el alto nivel de 
endeudamiento que se dio durante los años previos a la crisis. Sin embargo, no 
es tan evidente que esta política de estabilidad de precios esté consiguiendo 
un entorno económico favorable y un elevado nivel de empleo, y si no, a la 
realidad que observamos día a día me remito para justificar esta afirmación.

Si se analizan con más profundidad las ventajas que se han defendido 
para justificar la moneda única, podemos observar como la práctica totali-

3 El Banco de España ofrece una relación de las ventajas de la estabilidad de precios (en línea). http://www.bde.es/bde/
es/areas/polimone/politica/Los_beneficios_d/Los_beneficios__33560642abac821.html
4 Que alcanzaron un máximo de 4,75% en 2000, pero que desde entonces han tendido a la baja y se hayan en 
cifras mínimas en este momento (en línea). http://www.ecb.int/stats/monetary/rates/html/index.en.html
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dad de ellas se centran en el sector financiero y en la mejora del entorno em-
presarial. Sin embargo, la moneda única no se pone al servicio de ningún 
objetivo social. La moneda única no pretende mejorar las condiciones de 
vida de los que peor están, ni asegurar un nivel de vida digno para toda la 
población de la Unión Europea, sino mejorar el funcionamiento del sistema 
financiero de modo que se traduzca en incremento de la inversión en estos 
mercados y asegurar una mayor competencia entre las empresas europeas. 

2. Problemas de la moneda única

Desde el momento en el que se plantea la posibilidad de crear una mo-
neda única para la Unión Europea, se abre un amplio debate sobre las 
consecuencias que esto podría tener sobre las economías de los países 
que se sumasen a la misma. Desde el principio se ve que no todo son ven-
tajas en este proceso. Sus principales inconvenientes se agrupan en tres 
dimensiones: la pérdida de la autonomía para realizar determinadas po-
líticas, la estructura del Banco Central Europeo y la falta de condiciones 
para que la Eurozona se considere una «Zona monetaria óptima».

Principales pérdidas de autonomía

Los dos principales costes en los que incurre un país cuando entra en una 
moneda única son que pierde la posibilidad de actuar sobre su tipo de cambio 
y de tener una política monetaria autónoma. Esto supone que el país renuncia 
a la posibilidad de realizar devaluaciones competitivas de su moneda que le 
permitan abaratar sus exportaciones e incrementar sus ventas en el exterior 
para compensar, así, la falta de demanda interna y el incremento del  desem-
pleo. Aunque a largo plazo, esta política puede no tener grandes consecuen-
cias, a corto sí que puede evitar una reducción elevada de la producción que 
lleve a unos niveles de desempleo elevados (de Grauwe, 2003: 35-37).

En cuanto a la política monetaria, renunciar a ella impide que el Estado en 
cuestión pueda realizar una política expansiva para estimular la demanda y 
lograr mejorar el crecimiento y el empleo o una contractiva cuando el creci-
miento provoca problemas de sobrecalentamiento de la economía. Del mismo 
modo, impide el señoreaje, es decir, la financiación del sector público a través de 
emisiones de dinero, que puede bajar, en un determinado momento, el nivel de 
deuda y el montante de intereses que tiene que pagar el Estado. 

Esta pérdida de instrumentos de política económica por parte de un Esta-
do puede llevarle, en el caso de que tenga una situación de contracción de la 
economía sufrida solamente por él y no por el resto de los países que tienen la 
misma moneda, a que sufra una contracción económica exagerada con unos 
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altos niveles de desempleo que no pueda ser compensada a través de estas po-
líticas. Ante esta realidad el Estado puede realizar una política fiscal expansiva 
incrementando su déficit, confiando en que el mercado financiero único le 
permita encontrar fácilmente financiación barata. Sin embargo, si los merca-
dos no confían en el país (por la circunstancia que sea), la prima de riesgo que 
tiene que pagar puede incrementarse mucho5 y llegarse a cerrar los mercados 
financieros (como le sucedió a Grecia) dando al traste con sus intentos de re-
cuperación económica. 

El Banco Central Europeo

El mandato que tiene el Banco Central Europeo es el de lograr la estabi-
lidad de precios, teniendo en cuenta el crecimiento económico y el desem-
pleo siempre que estos no vayan en contra de su principal objetivo (BCE, 
2004: 9-10). Ahora bien, cuando se decidió qué modelo de Banco Central 
se seguía para organizar el BCE, se optó por el modelo alemán de un BCE 
que priorizase la estabilidad de precios y que además fuese independiente 
de la política, frente a otro modelo (el de la Reserva Federal Estadouniden-
se, por ejemplo) en el que el grado de independencia del poder político es 
menor y tiene como objetivos añadidos la estabilización del ciclo econó-
mico, el mantenimiento del empleo y la estabilidad financiera (que era el 
mayoritario en los países de la UE). Por ello, ante problemas económicos 
graves, la actuación del Banco Central Europeo se centra en mantener baja 
la inf lación, sacrificando cualquier medida que no ayude a este fin.

El hecho de que los gestores del BCE sean independientes, no dependan 
del poder político y no tengan unos órganos de control y fiscalización fuer-
tes dificulta mucho quitarlos de su posición en el caso de que no lo hagan 
bien o cambiar el modo de funcionamiento de la institución. Ello nos lle-
va a una institución difícil de reformar y que está marcando la manera de 
realizar política económica en la eurozona. De hecho, como afirmaba De 
Grauwe (2003: 163): «Es difícil ver cómo los políticos europeos pueden 
continuar apoyando una institución a la que han delegado un gran poder 
y sobre la que tienen muy poco control. Los conflictos entre el BCE y los 
gobiernos europeos se incrementarán cuando se perciba que el BCE hace 
poco o nada para evitar recesiones y un incremento del desempleo»6.

¿Una zona monetaria óptima?

Los desequilibrios que se dan en uno de los países de la Unión Europea y 
que no se dan en otro, podrían compensarse a pesar de la pérdida de las po-

5 Tal y como preveía Antonia Calvo en 1999 (Calvo, 1999:65) y como hemos experimentado en nuestro país 
durante los últimos años.
6 Traducción propia.
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líticas anteriormente nombradas, si existiesen dos condiciones que conver-
tirían a la eurozona en lo que se denomina una «zona monetaria óptima»: 

1.- Flexibilidad de salarios y movilidad laboral.

2.-  Transferencias fiscales en el área que compensaran los desequilibrios.

Ante unos desequilibrios económicos entre unas regiones y otras de la 
eurozona, la movilidad laboral permitiría que aquellos trabajadores que 
no encontrasen empleo en una de las naciones del área euro se fuesen a 
otros países que sí tuviesen posibilidades de emplearlos, lo que reduciría 
el porcentaje de desempleados en el Estado con problemas. Además, la f le-
xibilidad salarial permitiría que sus salarios se redujesen, gracias a lo cual 
recuperaría competitividad perdida y podría generar de nuevo empleo (a 
costa, evidentemente, de unos salarios inferiores).

La eurozona no cumple este requisito. A pesar del incremento de emi-
grantes (especialmente jóvenes y formados) que está abandonando nues-
tro país, la cuantía total de esta emigración no es significativa. Además, si 
tenemos en cuenta que la Unión Europea en su conjunto tiene más inmi-
grantes de fuera de la propia UE que de dentro  (Eurostat 2011: 150), no 
podemos más que confirmar que la movilidad internacional dentro de las 
fronteras de la UE no es la norma ni lo más habitual entre sus ciudadanos. 

Del mismo modo, los salarios no son tan f lexibles como para recuperar 
en un corto plazo la competitividad perdida. A pesar de los intentos para 
lograr una mayor f lexibilidad en nuestro país, los niveles salariales no se 
bajan con tanta facilidad como sería necesario según esta teoría. A esto 
hay que añadir que, si bien es verdad que se recupera competitividad para 
poder vender más barato al extranjero, también lo es que unos menores 
salarios reducen la capacidad adquisitiva de los trabajadores nacionales y 
esto lleva a estrechar la demanda interna acrecentando su recesión.

Por otro lado, se encuentran las transferencias fiscales dentro de una zona 
monetaria. Tal y como muestran Sala i Martín y Sachs (1998) la política fis-
cal única de Estados Unidos y su capacidad para transferir dinero de unos 
estados a otros, es la que logra que los problemas económicos de uno de ellos 
no sean tan elevados como podrían serlo de no existir estas transferencias. 
Sin embargo, en la Unión Europea no existe un sistema fiscal único ni un 
mecanismo de transferencias o de pago de impuestos a la administración 
central de la UE tan desarrollado como en EE.UU7. Estos autores defienden 
que es más útil un sistema progresivo de impuestos (que rebaja las aporta-
ciones al gobierno central cuando un Estado tiene graves problemas) que las 
transferencias que este pueda recibir del gobierno central.

7 Hay que tener en cuenta que el presupuesto de la UE ronda el 1% del PIB de la Unión, mientras que el presu-
puesto de EEUU multiplica por treinta, aproximadamente, este porcentaje.
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Por otro lado, compensar este trasvase de rentas a través de un sistema 
financiero integrado que lleve a que las regiones que están en buen mo-
mento financien a las que lo están pasando peor, no tiene por qué funcionar 
siempre. Mientras que en momentos buenos estas financiaciones pueden 
ser suficientes, en otros, la prima de riesgo se eleva en exceso ahogando a 
los Estados con problemas (Eichengreen, 1998).

3. Hacia dónde podemos avanzar

De todo lo hasta aquí analizado, podemos deducir que las consecuencias 
perniciosas que está teniendo esta crisis sobre los sectores más desfavore-
cidos de la población española (y de muchas otras zonas de la eurozona) 
se ven incrementados por la estructura que configura la moneda única y 
la eurozona. Por un lado, esta no ha podido evitar la llegada de la crisis. A 
pesar de haberse logrado la estabilidad de precios en estos años, esta ha te-
nido un claro origen financiero que el Sistema Europeo de Bancos Centra-
les ha facilitado (incrementando la cantidad de dinero de la economía, no 
controlando el riesgo de los mercados financieros y no poniendo coto a las 
exageradas subidas de precios de los activos financieros e inmobiliarios). 

Por otro lado, la capacidad de reacción de la estructura sobre la que se 
asienta la moneda única es limitada y produce un desempleo elevado en 
los países que más problemas tienen8 junto con desequilibrios financieros 
(intervenciones, prima de riesgo) y una falta de crecimiento preocupante.

Reafirmar lo que ya tenemos

Ante esta situación caben varios tipos de estrategias. La primera es la que 
se está aplicando en líneas generales en estos momentos. Su fundamento es 
que la estructura de la moneda única es correcta, que nos ha dado muchos 
beneficios y va a seguir dándolos en el futuro9, que «la eurozona no puede 
decepcionar a los mercados»10 y que, por lo tanto, queremos seguir prio-
rizando el euro como el más importante horizonte de la política europea.

Esta postura lleva a mantener todo tal y como está y a buscar medidas 
que intenten que el sistema financiero europeo no se venga abajo del todo. 

8 Para ver las cifras del desempleo acudir a: http://ec.europa.eu/eurostat/product?code=une_rt_a&mode=view
9 Ver las declaraciones al respecto emitidas por Mariano Rajoy en dos momentos distintos del año 2012: El pre-
sidente se contiene: El gran ganador es el euro» ABC, Sábado 30 de Junio de 2012, pág: 20 y Gobierno de España, 
La Moncloa, «El presidente lanza un «mensaje contundente» en defensa del euro, lo más importante que han 
hecho los europeos juntos en muchos años» (en línea). http://www.lamoncloa.gob.es/Presidente/Actividades/
ActividadesNacionales/2012/160512declaracionrajoy.htm 
10 Declaraciones de Ángela Merkel aparecidas en la noticia de la agencia EFE, recogida por la sección de no-
ticias económicas de Univision (en línea). http://dinero.univision.com/economia-y-negocios/noticias-economi-
cas/article/2012-09-17/merkel-improbable-autoridad-bancaria-lista-enero
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Para ello se inyectan fondos a las entidades financieras y a los Estados con 
problemas (siempre teniendo mucho cuidado de que estos préstamos no 
produzcan inf lación), y se imponen gravosos programas de ajuste que lle-
ven a que estas entidades e instituciones limiten sus déficits y garanticen su 
futura  viabilidad financiera.

Es evidente que estas políticas tienen un elevado coste social, ya que este 
es el sacrificio necesario para lograr los objetivos deseados. Las reduccio-
nes de gasto y los incrementos de ingresos recaen sobre los trabajadores y 
sobre aquellos que no ganan su dinero en los mercados financieros. 

Tender hacia una zona monetaria óptima

Otra posible salida (que es compatible en parte con la anterior) sería la 
de intentar acercarse a lo que se denomina una zona monetaria óptima. 
Para ello caben dos caminos: actuar sobre los mercados laborales a través 
de una f lexibilización de los salarios y de un incremento de la movilidad de 
trabajadores entre países o centralizar la política económica en un gobierno 
europeo que tuviese una fuerte capacidad de redistribución gracias a un 
elevado presupuesto.

En cuanto a los mercados laborales, puede ser relativamente sencillo flexibi-
lizar salarios para lograr que estos tengan capacidad de descender. Sin embar-
go, mejorar la movilidad de los trabajadores no es tan sencillo. Como demues-
tra la experiencia estadounidense (Eichengreen, 1998), la movilidad laboral no 
depende solamente de cuestiones legislativas. Un único mercado laboral puede 
tener barreras que impidan la movilidad, por lo que las medidas estatales tienen 
difícil hacer alcanzar avances significativos en este campo.

Con respecto a construir un gobierno con una capacidad presupuestaria 
suficiente para llevar adelante redistribuciones de renta eficaces a nivel eu-
ropeo, parece bastante alejado del horizonte de la UE en estos momentos y 
difícil de conseguir a corto plazo. 

Cambiar las prioridades y la estructura de la moneda 
única

Otro de los caminos sería cambiar las prioridades de la Unión Europea 
para orientarlas hacia los ciudadanos (y en especial a los más desfavoreci-
dos) en lugar de hacia el mantenimiento de los mercados financieros. Ello 
se traduciría en un cambio del modelo de Banco Central Europeo, para que 
este priorizase entre sus objetivos la lucha contra el desempleo y la conse-
cución de un mayor crecimiento, aceptando niveles superiores de inf lación 
(sin provocar claro está, episodios de hiperinf lación) e incorporando entre 
sus objetivos la lucha contra la inf lación inmobiliaria o financiera.
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Habría que acabar con los apoyos al sector financiero y utilizar estos para 
garantizar los depósitos de los ciudadanos de aquellas entidades que caye-
sen por sus problemas. Esto supondría, por lo tanto, un ajuste brutal del 
sistema financiero en el que aquellos que mayores inversiones tienen en 
él, perderían una gran parte de su dinero y solo quedarían aquellas entida-
des que han realizado políticas más conservadoras y menos arriesgadas. Al 
mismo tiempo habría que cambiar la regulación de los mercados financie-
ros para garantizar que no se volviesen a dar los altos niveles de endeuda-
miento y de riesgo que se asumieron antes de la crisis. 

Deberíamos aceptar la posibilidad de quiebra, de renuncia a una par-
te o a la totalidad de la devolución de la deuda por parte de los acree-
dores o de financiación directa por parte del BCE, a cambio de unos 
planes de ajuste que impidiesen futuros déficits elevados. La diferencia 
esencial con los planes observados en la primera estrategia es que el 
principal ahorro se daría por la eliminación del pago de intereses, lo que 
permitiría reducir el déficit sin afectar a la demanda agregada y sin altos 
costes sociales. Del mismo modo, los prestamistas deberían dejar de ser 
los acreedores preferentes del sector público, esto sería una medida que 
también impediría al sector público endeudarse excesivamente, ya que 
las instituciones financieras se lo pensarían dos veces antes de finan-
ciarlo con excesiva alegría.

Todo ello debería complementarse con una profunda unión fiscal y fi-
nanciera (que fuese más allá de la unión bancaria aprobada hace poco). Co-
mentar todas las implicaciones legales que debería tener este cambio de 
prioridades excede la amplitud de este artículo, pero sí que podemos afir-
mar que precisaría de un elevado grado de consenso a nivel de la eurozona 
para poder ser realizado.

Salir del euro

La última estrategia es la ruptura con el euro. Esta busca conseguir la in-
dependencia para plantear de una manera nacional, aquellos objetivos que 
no se consiguen de una manera conjunta. Esta posibilidad, una vez pasado 
el desastre financiero que podría suponer en un primer momento (Defini-
da por Eichengreen, 2010: 22 como «la madre de todas las crisis financie-
ras») permitiría al país tener su propia política monetaria, económica y de 
tipo de cambio que le llevase a lograr aquellos objetivos que la nación se 
plantease. Sin embargo, si esto rompiese al mismo tiempo la Unión Euro-
pea se acabaría con todas las ventajas no económicas de la misma que han 
sido reconocidas por el premio Nobel de la paz que acabamos de recibir y 
que han garantizado más de medio siglo de paz en los países incorporados 
a la misma.
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4. Conclusión

La moneda única en Europa tiene unos objetivos claros que vienen 
bien definidos en los tratados de la UE y en los reglamentos y directivas 
pertinentes. Los principales gobiernos de la eurozona también parecen 
compartirlos. Para lograrlos se dejan a un lado otras metas y por ello las 
políticas practicadas tienen estos costes sociales tan elevados. Se está 
dispuesto a asumirlos en la medida que no están dentro de las priorida-
des actuales. 

Solamente si se cambian los objetivos prioritarios de la moneda úni-
ca se podrán establecer reformas que busquen mejorar la situación so-
cial en la UE. Ello supondría, claro está, sacrificios que recaerían sobre 
otros sectores, en especial el financiero, y sobre los países más ricos de 
la UE.

En este pequeño artículo he pretendido explicar los mecanismos que 
rigen en nuestra moneda única y por qué los ajustes planteados tienen es-
tos elevados costes sociales. También he intentado esbozar algunas estra-
tegias posibles ante la situación actual. Pienso que la política a practicar 
depende de las prioridades que nos marcamos y de qué estamos dispues-
tos a sacrificar. En estos momentos se está dispuesto a asumir costes so-
ciales para que la situación de los financiadores no empeore demasiado. 
Dejo a la opinión del lector la decisión sobre qué priorizaría él y qué clase 
de estrategia seguiría  para mejorar la difícil situación en la que nos en-
contramos.
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DDDD
¿Hemos vivido por encima 
de nuestras posibilidades?

En estos momentos una de las principales tesis utilizadas para explicar 
la naturaleza y el alcance de la crisis actual en España es que sus ciudada-
nos han vivido por encima de sus posibilidades. Aunque no de forma úni-
ca, este argumento pone sobre la mesa la necesidad de cuestionar nuestro 
modo de vida y nuestras expectativas como medio para salir de la crisis y 
evitar situaciones venideras similares. 

El artículo que presentamos ofrece la opinión y el análisis de dos pro-
fesores universitarios a través de sus respuestas a una encuesta elaborada 
sobre dicha temática.

Óscar Mateos Martín*
Gabriel Pérez Alcalá**

1.ª  ¿Cuál cree usted que son los principales 
argumentos que sostienen esta afi rmación?

Óscar Mateos Martín: En general, los principales argumentos al res-
pecto tienen que ver con el gran nivel de endeudamiento de las familias 
españolas y con un supuesto exceso del gasto público español durante los 
últimos años, especialmente en lo referente a la inversión en infraestructu-
ras. No obstante, este tipo de análisis muchas veces está poco fundamenta-
do. Se pretende juzgar a toda la sociedad española por igual, cuando existen 
algunos datos que demuestran que precisamente una mayoría social no ha 
vivido por encima de sus posibilidades. 

a)  En efecto, el número de hipotecas y el monto total del endeudamiento 
de las familias españolas durante esta etapa fue extraordinario. Esto 
fue posible, sin embargo, por una dinámica en la que bancos y cajas 
incentivaron, por diversos motivos, un modelo de crédito determina-

* Profesor de la Facultad de Educación Social y Trabajo Social Pere Tarrés, Universidad Ramón Llull de Barce-
lona. Responsable del área social del Centre d’Estudis Cristianisme i Justícia.
** Profesor de Política Económica y actual director de ETEA. Rector de la Universidad Loyola Andalucía.
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do, saltándose en muchas ocasiones normativas y regulaciones inter-
nas. Objetivamente, no puede afirmarse que las familias vivieran por 
encima de sus posibilidades, ya que lo que hicieron fue aprovechar las 
posibilidades que ofrecía en ese momento dicho modelo de crédito.

b)  No todas las familias se endeudaron por igual. Según el Banco de 
España, en 2008 el 10% de las familias de mayor poder adquisitivo 
tenían deudas en el 64,7% de los casos, mientras que el 20% de las 
familias de menor poder adquisitivo solo habían contraído deudas en 
el 16,5% de los casos. Del mismo modo, el 40% de las familias con me-
nor renta destinaban sus deudas a una hipoteca de primera vivienda.

c)  Un aspecto clave ha sido la especulación realizada por diversos ac-
tores sobre un objeto de primera necesidad como se supone que es la 
vivienda. Según la OCDE, en 2009 el precio de la vivienda española 
se encontraba sobrevalorado en un 41%, mientras que The Economist 
señaló que en 2010 esta sobrevaloración era del 47,6%. 

d)  Durante esta época de bonanza la mayoría de la población española 
perdió poder adquisitivo. Un análisis de la evolución de los salarios 
reales («lo que cuesta vivir») entre 1994 y 2007 indica un estanca-
miento a la baja de los salarios. Por otra parte, solo en 2012, el sueldo 
de los directivos empresariales subió un 3,2%. Todo ello señala un in-
cremento exponencial de la brecha salarial. 

e)  Es importante apuntar también que el grueso de la deuda española 
es deuda privada: según el Banco de España, en 2008 el 57,3% del 
total de la deuda pertenecía a grandes empresas y bancos, por lo que 
tampoco es acertado atribuir la responsabilidad de la deuda a las ad-
ministraciones públicas y al gasto público. No obstante, es cierto que 
una parte del gasto público se rigió por criterios muy poco racionales 
(número de aeropuertos, número de km. de AVE, etc.), pero también 
es pertinente interrogarse sobre quién incentivó y se benefició de ese 
tipo de políticas de inversiones multimillonarias.

f)  Es necesario tener en cuenta un análisis de la evolución de la desi- 
gualdad social en España, pero también en el conjunto de países 
occidentales. Durante las últimas tres décadas, tanto Europa como 
EE. UU. han sido testigos de un proceso de concentración de la 
riqueza, algo que Paul Krugman ha denominado como «la gran 
divergencia». El caso de EE. UU. es el más paradigmático. En su 
último libro (El Precio de la desigualdad, 2012), el economista esta-
dounidense Joseph Stiglitz recuerda que si en 1976 el 1% de los esta-
dounidenses concentraba el 9% de los ingresos, en 2007 ese mismo 
1% concentraba prácticamente un cuarto de los ingresos totales. 
Pero España no es una excepción. Un estudio de Davies, J., Sands-
tröm, S., Shorrocks, A., y Wolff, E., The Level and Distribution of 
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Global Household Wealth (2008), señala cómo ya en 2002 el 1% más 
rico disponía del 18,3% de la riqueza (el 10% más rico concentraba 
el 42% de dicha riqueza). 

Finalmente, es importante incorporar al debate un elemento de tipo glo-
bal. Existe una minoría de países y de población que concentran gran par-
te de la riqueza mundial. Los informes del Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) o los trabajos de especialistas en los estudios de 
desarrollo como Pieterse o Martin y Schuman llevan años insistiendo en la 
configuración de una «Sociedad 80:20», en el que un quinto del planeta 
concentra más de cuatro quintas partes de la riqueza mundial. Este hecho 
también tiene una lectura ecológica: ese 20% está viviendo preocupante-
mente por encima de las posibilidades del planeta. La ONG WWF insiste 
cada año en recordarnos la huella ecológica de nuestro modelo de consumo. 
Un dato alarmante: si la aspiración global es que los 7000 millones de ha-
bitantes vivan como el ciudadano medio estadounidense harían falta 6,5 
planetas para hacerlo posible (en el caso español harían falta 3,5). 

Gabriel Pérez Alcalá: Los argumentos para sostener esa afirmación 
son, en mi opinión, dos hechos objetivos: en primer lugar, el nivel de en-
deudamiento total de la economía española y su nivel de endeudamiento 
exterior; y, en segundo lugar, el crecimiento del gasto nacional por encima 
de la producción en el período entre 1997 y 2007. 

El monto total de deuda bruta de todos los agentes de la economía espa-
ñola (hogares, empresas no financieras, administraciones públicas y ban-
cos), según datos de diversos organismos internacionales, era, a finales de 
2012, de alrededor del 340% del PIB. En porcentaje de PIB, o sea, en tér-
minos relativos, es la tercera deuda más grande del mundo, después de la 
de Reino Unido y Japón, y alejada, por ejemplo, de la de Estados Unidos 
(300% del PIB) o Alemania (270%). Esta deuda se reparte, aproximada-
mente, de la siguiente forma: las familias deben 85 puntos de los 340; las 
empresas no financieras, 130; las administraciones públicas, 80; mientras 
que la banca tiene deudas de 45 puntos. Sobre esta distribución es necesa-
rio hacer cuatro comentarios: la deuda de los hogares es demasiado alta en 
comparación internacional, aunque se está ajustando rápidamente; la de 
las empresas no financieras es excesiva y su ajuste está llevando a una alta 
tasa de paro; la deuda del sector público es, aún, relativamente pequeña en 
comparación internacional, pero está creciendo significativamente, a pesar 
de los esfuerzos de ajuste, por el déficit estructural de las administraciones 
públicas españolas y la recesión que vive nuestra economía; y, finalmente, 
el sistema financiero no tiene un nivel de deuda excesivo y se está ajustan-
do, pues su problema no es tanto el pasivo cuanto el desequilibrio de este 
frente al activo. 
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Si tenemos en cuenta que la deuda bruta sobre el PIB era en 2000 de 
280% esto implica que, en el período de crecimiento de 2000 a 2008, la 
economía española se endeudó en 80 puntos, especialmente las familias, 
las empresas no financieras dedicadas a la construcción y los bancos, pues 
el sector público español mostró durante ese período un comportamiento 
relativamente equilibrado.

Otro aspecto del problema de deuda de la economía española que re-
fuerza el argumento de que en la época de bonanza vivimos por encima de 
nuestras posibilidades, es que una gran parte de esta deuda global es deuda 
externa, especialmente con países europeos, llegando a alcanzar la deuda 
externa bruta el 170% del PIB (97% en deuda neta). España es el tercer país 
del mundo por deuda externa bruta global y el que más rápidamente la ha 
acumulado, pues durante muchos años (especialmente entre 2003 y 2007) 
fue el segundo país del mundo desarrollado con mayor déficit por cuenta 
corriente. Este dato ref leja el menor crecimiento de la producción interna 
frente al mayor crecimiento del gasto interior. 

En mi opinión, pues, hay argumentos de peso para sostener la afirmación de 
que los ciudadanos españoles hemos vivido por encima de nuestras posibilida-
des y extraer como corolario que de este «vivir por encima de nuestras posibi-
lidades» se derivan no pocos de los problemas que configuran la actual crisis.

2.ª  ¿Cuál sería la responsabilidad 
ante este argumento del Estado, 
el mercado y la sociedad civil?

Óscar Mateos Martín: Para responder a esta pregunta es necesario en-
tender las transformaciones ocurridas en los últimos 30 años en el contexto 
de globalización, que pueden resumirse en una idea principal: los mercados 
han sido capaces de imponer sus intereses en una economía más «finan-
ciarizada» y con más capacidad de movilidad y el Estado-Nación ha sido 
desprovisto de la capacidad de imponer reglas de juego a dichos mercados. 
O, dicho en palabras del sociólogo Zygmunt Bauman, se ha producido «un 
divorcio entre poder y política», ya que el poder se ha trasladado gradual-
mente a los mercados financieros. Este hecho es tan f lagrante que hasta la 
propia canciller alemana, Angela Merkel, declaró recientemente la necesi-
dad de repensar «una democracia adaptada a los mercados».

Con esta idea de fondo, y aterrizando en el caso español, cada uno de 
estos tres actores (Estado, mercado y sociedad civil) ha tenido responsabi-
lidades distintas. El Estado español no ha sido capaz de velar por el cumpli-
miento de las reglas existentes (el papel, en este caso, del Banco de España 
ha sido deplorable), tampoco ha podido repensar nuevas reglas de juego 
y nuevas estructuras políticas que permitieran gobernar y controlar esta 
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nueva realidad y, lo que es más preocupante, en algunos casos ha fomenta-
do un proceso de desregulación que ha dado todavía mayor rienda suelta 
a los poderes financieros. Asimismo, la mayoría de partidos políticos, ac-
tores fundamentales en la democracia representativa, han establecido una 
relación de gran dependencia con los poderes económicos (financiación de 
partidos). También han favorecido un sistema de «puertas giratorias» (una 
cincuentena de ex altos cargos políticos ocupan hoy destacadas posiciones 
en los consejos de las principales corporaciones españolas), erosionando 
claramente la credibilidad de la democracia y aumentando la desafección 
política. Todo esto en un momento en el que existe la percepción de un 
doble rasero: mientras una mayoría de la población se está empobreciendo 
a marchas forzadas, una pequeña elite política y económica se ha benefi-
ciado de privilegios y ha quedado totalmente impune ante graves casos de 
corrupción o de mala gestión política y económica. 

El mercado, por su parte, es el principal motor de una concepción determi-
nada de la economía —ya criticada en los años cuarenta por autores como Karl 
Polanyi (La gran transformación, 1944)—, que considera que dichos mercados 
pueden auto-regularse y, por lo tanto, no necesitan de la intervención estatal 
y del papel regulador de las instituciones. El mayor poder real que les ha ofre-
cido el contexto de globalización no ha sido aprovechado para impulsar un 
proceso de mayor convergencia y equidad. Todo lo contrario, bajo el discurso 
de «ser creadores de riqueza» han fomentado un creciente proceso de des-
igualdad social y han contribuido extraordinariamente a erosionar el sentido 
de la democracia. En lugar de ser «un mecanismo de intercambio que pueda 
resolver con eficacia la distribución de bienes y servicios», señala el filósofo 
Josep Ramoneda (Contra la indiferencia, 2010), el mercado se ha convertido, 
fruto de un pensamiento neoliberal, en «un fin en sí mismo, transfigurando 
de esta manera todo producto material o intelectual en una mercancía».

Pero todo esto ha sido posible, insistimos, como consecuencia de la es-
pecial debilidad e incluso connivencia de algunos poderes políticos. Como 
señala Stiglitz en referencia al caso español, «la mezcla de ideología y de 
intereses especiales […] condujo a la liberalización y desregulación de los 
mercados financieros y a otras políticas “fundamentalistas” del mercado: 
unas políticas que contribuyeron al elevado nivel de desigualdad e inesta-
bilidad» (El precio de la desigualdad, 2012: 12-13). Un ejemplo evidente de 
toda esta situación es, por ejemplo, el del fraude fiscal en España: según el 
Sindicato de Técnicos de Hacienda (GESTHA), el 72% del fraude fiscal 
(70.000 millones de euros anuales) lo cometen las grandes empresas.

Finalmente, la sociedad civil es víctima y culpable a la vez de toda esta 
realidad. Víctima porque es la mayoría de la población la que está sufriendo 
los efectos de la creciente desigualdad, del empobrecimiento generalizado 
(según el Instituto Nacional de Estadística, en 2012 el 21,1% de la población 
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española vivía por debajo del umbral de pobreza) y del desmantelamiento 
de algunos de los pilares del Estado del bienestar (recordemos que, incluso 
en la época de bonanza, España se ha situado siempre a la cola de la UE en 
materia de protección social). La sociedad, en general, pero muy en particu-
lar los sectores más jóvenes (el paro juvenil ya se sitúa en el 57%), son los más 
frustrados con un modelo de sociedad en el que el «ascensor social» ya no 
funciona. Pero el conjunto de la ciudadanía también es responsables de todo 
este proceso desde el momento en que hemos participado con dinámicas de 
un modelo deshumanizado de consumo, perdiendo cada vez más nuestra 
capacidad crítica y demostrando una gran alienación respecto a los proble-
mas reales que estaban sucediendo. Eso hoy quizás está cambiando debido 
al proceso de repolitización impulsado desde las «plazas», las «mareas» y 
las diferentes protestas que, además de denunciar la situación actual, están 
tratando de repensar el incierto futuro que nos espera.

Gabriel Pérez Alcalá: En una sociedad «abierta», en el sentido de Pop-
per (y la sociedad española lo es en cierto grado), democrática, regulada 
por un Estado de Derecho, creo que la responsabilidad de «vivir por enci-
ma de las posibilidades» es una responsabilidad individual, de cada ciuda-
dano. No creo que la mayoría de los españoles que ha suscrito una hipoteca 
o los empresarios que se han endeudado lo hayan hecho por coacción del 
Estado, de un agente llamado «mercado» o de la sociedad civil como para 
trasferir la responsabilidad de su situación financiera a ellos. 

Sentado lo anterior, sí hay, en mi opinión, una responsabilidad comple-
mentaria, subsidiaria, en la afirmación por su mal funcionamiento y, en al-
gún caso, por contribuir, de distinta forma, a ese vivir por encima de las 
posibilidades. 

Y es que, en mi opinión, una parte de la crisis se ha debido al mal fun-
cionamiento del Estado, de los mercados y de la sociedad civil, por lo que 
eximir a estas instituciones de toda responsabilidad no es posible, porque 
hay una parte de la crisis que se ha debido a su mal funcionamiento.

En este sentido, es evidente que las administraciones públicas españo-
las han funcionado mal en la regulación del sistema financiero y en su su-
pervisión. Como han funcionado mal interfiriendo en el funcionamiento 
del mismo sistema financiero a través de Cajas de Ahorro que han servido 
más como instrumentos de poder político que como agentes económicos 
conscientes. Como han funcionado mal y se han endeudado, con presiones 
de emulación de los ciudadanos, para financiar obras de infraestructuras 
innecesarias. Como han despilfarrado una importante cantidad de recur-
sos en la dotación de servicios públicos poco eficientes, muchas veces poco 
transparentes y muy clientelares. Las administraciones públicas españolas 
son en sí mismas, pues, parte de ese vivir por encima de nuestras posibi-
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lidades, además de responsables de falta de regulaciones eficientes en no 
pocos mercados, empezando por el de la vivienda y terminando por el de la 
financiación.

Por su parte, y frente al Estado, la sociedad civil también es responsable 
subsidiaria de la crisis, de ese vivir por encima de las posibilidades, en tanto 
en cuanto no ha sido capaz de avisar de los excesos, ni de ser un contrapeso a 
la irresponsabilidad tanto de la ciudadanía, como del Estado.

Sin embargo, y aunque sea políticamente incorrecto, hablar de la respon-
sabilidad del «mercado» carece, en mi opinión, de sentido, pues el «mer-
cado» no es un agente que actúa, sino un conjunto de intercambios que 
realizan los agentes. Si el mercado es «responsable» lo es en tanto en cuan-
to lo son los agentes que intercambian bajo las regulaciones, o su ausencia, 
que son responsabilidad del Estado. Es decir, si el mercado es irresponsable 
socialmente es porque los poderes públicos no regulan correctamente su 
funcionamiento mediante un sistema de incentivos positivos y negativos 
que limiten la actuación de los agentes. Del «mercado» como tal no se pue-
de predicar, en mi opinión, que es responsable. Desde la crisis de los 30 sa-
bemos que el mercado tiene «fallos». Más aún, sabemos que los mercados 
libres no son simétricos en información, ni transparentes. Incluso sabemos 
que en los mercados existen comportamientos «de rebaño» (por el que 
todos los agentes tienen un comportamiento similar de emulación de lo 
conseguido por el vecino) y de «miopía» del corto plazo. Precisamente 
porque existen todos estos comportamientos en los mercados es por lo que 
se justifica su regulación, para que el resultado del comportamiento de los 
agentes sea eficiente socialmente. 

3.ª  ¿Cree usted que las actuales políticas de 
austeridad son las adecuadas  
o existirían otras alternativas?

Óscar Mateos Martín: Hasta el propio Fondo Monetario Internacional, 
valedor de las políticas de austeridad en los últimos 20 años, e incluso el exje-
fe del Eurogrupo, Jean-Claude Juncker, han reconocido recientemente que 
no son la receta adecuada si lo que se pretende es salir de la crisis con mayor 
crecimiento. Tal y como advierte Intermón-Oxfam en su informe Crisis, des-
igualdad y pobreza (2012), la llamada «década perdida» en América Latina 
también es un buen ejemplo de que este tipo de políticas son parte del pro-
blema y no de la solución. La austeridad, como tal, es un valor a recuperar, 
sobre todo si se quiere incorporar de manera seria el debate ecológico a las 
posibles soluciones de futuro. Pero las «políticas de austeridad» son esen-
cialmente parte de una doctrina y de una manera de entender la economía 
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y la sociedad responsable del momento actual que vivimos. En el caso de 
Europa, las políticas de austeridad también son fruto de una brecha entre los 
países del norte y del sur en el que los prejuicios, muchos veces infundados, 
y los intereses de países como Alemania están alentando un serio castigo a 
países como Grecia o España.

Pero la solución tampoco puede pasar por regresar al status quo de 
décadas anteriores, precisamente, porque las condiciones globales han 
cambiado substancialmente, modificando, como ya señalábamos, el pa-
pel del Estado-Nación. No tiene sentido, por lo tanto, una mirada estric-
tamente estatal, sino que es necesario, a mi entender, cuatro aspectos 
diferentes: 

a)  A nivel global, avanzar hacia la construcción urgente de instituciones 
verdaderamente capaces de gobernar la globalización y de establecer 
nuevas reglas de juego a los poderes financieros, recomponiendo un 
cierto equilibrio entre lo político y lo económico.

b)  A nivel ecológico, retomar los consensos adoptados hace dos décadas, 
que suponían un fuerte compromiso con la lucha contra el cambio cli-
mático, teniendo especialmente en cuenta a los nuevos actores emer-
gentes como China, India o Brasil.

c)  A nivel europeo, es urgente retomar el espíritu del proyecto europeo 
primigenio, basado en valores como la equidad o la solidaridad.

d)  A nivel estatal, los retos son innumerables: es necesario mejorar la efi-
ciencia del sector público (si bien eso no puede suponer su estigma-
tización, ya que es fundamental para el proceso de cohesión social), 
pero también establecer prioridades con un rostro humano (morato-
ria a los desahucios y aprobación de la dación en pago, por ejemplo) 
o generar nuevos consensos y prioridades en los que la educación y 
la sanidad sean principales. En el momento actual están germinando 
también un gran número de iniciativas sociales y económicas que di-
bujan un modelo de economía basado en valores sociales y cooperati-
vos imprescindibles para avanzar hacia una situación de mayor justi-
cia social y medioambiental y, por qué no, hacia un modelo que supere 
la lógica capitalista.

Gabriel Pérez Alcalá: En política económica siempre existen otras alter-
nativas. En mi opinión, dada la situación de la economía española y su coyun-
tura financiera, las políticas de austeridad, políticas fiscales restrictivas, son 
necesarias, pues, si bien el principal y más importante problema de la econo-
mía española es el paro, no es posible abordar su solución si previamente no 
ser resuelve el problema de financiación. Dado el volumen total de la deuda 
española y su carácter de deuda externa, no abordar su disminución, tanto 
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global como de todos los agentes, es condenar a la economía española a un 
largo período de estancamiento.

Sentada esta premisa, creo, sin embargo, que hay otras opciones de polí-
tica económica diferentes a la forma en la que el Gobierno está abordando 
el ajuste del déficit público y la sostenibilidad de la deuda pública española. 
En mi opinión, sería posible una política fiscal que, con resultados simila-
res, fuera más eficiente en términos de crecimiento económico y más equi-
tativa en el reparto de la carga. Así, creo que es posible una reducción del 
gasto público mediante una reordenación de las competencias de las admi-
nistraciones públicas, la reducción de organismos autónomos y empresas 
públicas, la reducción de los sistemas administrativos, la revisión y reorde-
nación de las subvenciones sectoriales (con sistemas decrecientes y fin en 
el tiempo), la mejora en los sistemas de aprovisionamiento y proveedores 
de las administraciones, un mayor control y mejora de las ayudas por des-
empleo, etc., así como una mejora general de la eficiencia en la prestación 
de no pocos servicios públicos, empezando por la sanidad y la educación.

De igual forma, es posible mejorar la asignación de la carga tributaria. En 
mi opinión, es necesaria una profunda reforma del Impuesto de la Renta 
de las Personas Físicas (no es de recibo que los declarantes por activida-
des profesionales y empresariales declaren menos del 50% de lo que de-
claran los asalariados) con una revisión del sistema de módulos. Como es 
necesaria una reforma de la imposición indirecta, pues las Contribuciones 
Sociales son un impuesto indirecto, y por tanto regresivo, que grava el uso 
del factor trabajo nacional. Finalmente, sería conveniente una revisión del 
sistema de tasas y precios públicos.

Otra política fiscal que no sacrifique la educación y la investigación, que 
mantenga los servicios sociales, que sea más igualitaria en el reparto de la carga 
y más eficiente en la prestación de los servicios, es, pues y en mi opinión, posible. 

Como es posible otra política económica que reordene sectorialmen-
te la economía española. Una política que considere que tan importante 
como crecer, es crecer equilibradamente, es decir, con bajo nivel de endeu-
damiento, con estabilidad de precios, con subidas salariales vinculadas a 
mejoras de productividad, con equilibrio en las cuentas públicas y saldo 
positivo en el sector exterior. La crisis, además, nos está enseñando que es 
importante un equilibrio sectorial en el que una industria competitiva es 
clave, un Estado del Bienestar eficiente y un mercado de trabajo f lexible 
que no convierta los choques en la demanda en sobreajustes de paro que 
generan una espiral recesiva. Como es crítico descubrir la importancia del 
sector exterior y adaptarse al mundo globalizado del siglo xxi.

Creo, pues, y en resumen, que es posible otra política económica a la po-
lítica de «no hay dinero».
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4.ª  ¿Quiénes cree usted que han sido los más 
beneficiados y los más perjudicados de ese 
«vivir por encima de nuestras posibilidades»?

Óscar Mateos Martín: Desde hace varias décadas viene consolidándo-
se un proceso de divergencia social en el que los ricos son más ricos y los 
pobres son más pobres. Por otra parte, la crisis está agudizando un modelo 
de sociedad dualizada, a partir de al menos tres procesos: 

a)  Un mercado laboral dual, con una minoría de insiders (puestos de 
trabajo más o menos estables y bien remunerados) y una mayoría de 
outsiders (personas que entran y salen del mercado, con condiciones 
laborales y salariales crecientemente precarizadas).

b)  Dos modelos de sanidad: una sanidad privatizada para gente con po-
der adquisitivo, que ya estaba en la sanidad privada, o bien que han 
dado al paso para evitar listas de espera y una atención que se está 
precarizando como consecuencia de los recortes, y en frente una «sa-
nidad de pobres», con gente que no tiene recursos suficientes para 
pagarse una mutua y que ha de hacer frente a largas listas de espera y 
peores condiciones (basta ofrecer un dato en el que la sanidad, entre 
otros muchos aspectos, juega un papel importante: la diferencia de es-
peranza de vida entre los barrios con mayor y menor renta en la ciudad 
de Barcelona es de 8 años).

c)  Un sistema judicial o un sistema universitario, por citar otros dos ejem-
plos, que con las políticas de incremento de tasas, en paralelo al empo-
brecimiento del conjunto de la sociedad, certifican la defunción de la 
igualdad de oportunidades: hoy quien tenga recursos podrá pagarse un 
proceso judicial y acceder a las mejores universidades. 

En definitiva, caminamos hacia un modelo de tipo anglosajón, en el que 
el darwinismo social es un factor esencial para entender sus dinámicas y en 
el que los ganadores van a ser pocos y los perdedores muchos. La afirma-
ción de que «hemos vivido por encima de nuestras posibilidades» puede 
ser incluso un argumento inducido ideológicamente que intente legitimar 
el tipo de sociedad que se está configurando. Es necesario, por lo tanto, res-
tablecer nuevos consensos, dotar de nuevos significados a conceptos como 
«cohesión social», repensar el sentido de la democracia (pensadores como 
Zvetan Todorov o Jurgen Habermas han alertado sobre el peligro de aden-
trarnos en una Europa «post-democrática») y crear nuevos contrapoderes, 
a nivel global, europeo y estatal. El papel de las instituciones, pero sobre 
todo el de los movimientos sociales y el del conjunto de la sociedad civil, 
será crucial para redefinir un futuro basado en la equidad, la justicia social 
y medioambiental y la solidaridad. 



78 Desigualdad y Derechos Sociales

Gabriel Pérez Alcalá: Teniendo en cuenta que la renta de cualquier eco-
nomía se distribuye desigualmente, con límites más o menos razonables 
dependiendo de los mecanismos de producción (mercado de trabajo y de 
rendimientos empresariales) y redistribución de la renta (sistema impositi-
vo, sistema de gasto público), es evidente que los períodos de crecimiento y 
las crisis no afectan por igual a todas las personas.

En el período de crecimiento en el que los españoles «vivíamos por en-
cima de nuestras posibilidades» todos fuimos, de una forma u otra, bene-
ficiarios del crecimiento, si bien este beneficio no alcanzó a todos por igual 
(y hubo, como siempre, marginados en nuestra sociedad), pero es casi ob-
vio que aquellas personas cuya fuente de renta estuvo vinculada al sector 
de la construcción fueron los que más se beneficiaron del boom económico. 

Sin embargo, la crisis no está perjudicando a todos por igual. Posible-
mente los más perjudicados en términos relativos sean los jóvenes, inmi-
grantes o nacionales, con bajo nivel formativo, los que más están siendo 
perjudicados por la crisis porque su acceso al mercado de trabajo es muy 
limitado (con tasas de paro de casi el 50%), y los salarios que pueden es-
perar son inferiores a los niveles pre-crisis. Junto a ellos, las clases medias 
que han visto reducir su nivel de renta, bien por pérdida del trabajo, bien 
por reducción salarial o cierre de su empresa, bien por el crecimiento de 
los impuestos o mezcla de algunas de las tres circunstancias. Y, finalmente, 
«los de siempre», es decir, los sin techo, los sin papeles, los sin... porque si 
no tenían, ahora ni siquiera pueden esperar ayuda. 

Y precisamente porque la crisis no está afectando a todos por igual y 
acentúa las desigualdades sociales es por lo que una crisis continuada pue-
de provocar graves problemas sociales cuya solución no se resuelve con 
solo volver a crecer. De ahí, la necesidad permanente de la dimensión social 
y distributiva de la política económica.







Cáritas

SECRETARÍA DE ESTADO
DE SERVICIOS SOCIALES
E IGUALDAD

DIRECCION GENERAL
DE SERVICIOS PARA LA FAMILIA
Y LA INFANCIA

MINISTERIO
DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES 
E IGUALDAD 

El incremento de la desigualdad y la dismi-
nución del ejercicio de los derechos sociales han co-
locado a nuestra sociedad en una encrucijada. De con-
tinuar los procesos de pérdida de cohesión social, se 
abre ante nosotros un contexto real de fragmentación. 
Un escenario al que apuntan los diversos indicadores 
que se revisan en este informe. La evidencia empírica 
es contundente respecto a la mayor equidad que hay en 
las sociedades cuanto mayores son los recursos inverti-
dos en forma de gasto social.

Este informe nos introduce en el análisis y las pers-
pectivas a las que nos enfrentamos en nuestra sociedad 
hoy, e intenta responder a la pregunta sobre cuál es el 
impacto de las políticas de ajuste en la cohesión so-
cial de España. Pero también profundiza en algunos 
elementos sociales de la agenda internacional que se 
encuentran interrelacionados con la misma, la agenda 
del desarrollo post 2015 y la agenda europea 2020. 
Ambas definen nuestro nivel de compromiso con el 
planeta. 

Asimismo es ineludible continuar el debate sobre 
diversos elementos que están reconfigurando no solo 
nuestra estructura social sino nuestro propio imagina-
rio colectivo. En este sentido el informe propone tres 
temas: Las consecuencias de la última reforma labo-
ral, la permanencia en el euro y su coste social y, por 
último intenta ref lexionar con una pregunta: ¿hemos 
vivido por encima de nuestras posibilidades?

El proceso de empobrecimiento, el incremento de 
la desigualdad y las medidas de contención del déficit 
público han supuesto un punto de inf lexión en el ac-
ceso a los derechos sociales en España en el período 
democrático. Debemos tener conciencia no solo del 
presente, sino de la sociedad que queremos construir 

para el futuro. 
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